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Montevideo, 29 de noviembre de 2017 
Sr. Jorge Araya 
Secretario del Comité de seguimiento de la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (CDPD)
Presente 

De nuestra más alta consideración 

Al tiempo de saludarlo y desearle el mayor de los éxitos en todas sus gestiones, por medio de la presente la Unión Latinoamericana de Ciegos (ULAC), con base en el artículo 5 de la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (CDPD) sobre Igualdad y no Discriminación, hacemos de su conocimiento una serie de comentarios y reflexiones acerca de algunos artículos de esta Convención. 

Primero: Como ULAC expresamos nuestro acuerdo y damos total respaldo  a que los otros colectivos de personas con discapacidad comiencen a aparecer en los documentos del Comité. 

No obstante, solicitamos que no se usen las expresiones “visible” o “visibilizar”. El acto de hacer visible no es suficiente y lo afirmamos desde nuestra experiencia como personas ciegas y con baja visión que, junto con los colectivos de las personas con discapacidad física y los de las personas sordas, históricamente hemos sido los más visibles social y políticamente, y sin embargo, en el caso particular de las personas ciegas y con baja visión, somos uno de los colectivos más discriminados, y somos quienes enfrentamos las mayores barreras para nuestra participación en las sociedades del siglo XXI. 

En virtud de lo anterior, recomendamos hacer énfasis en la expresión “participar” y en las garantías para la participación. 

Segundo: Recomendamos ilustrar de forma más detallada, con ejemplos más claros, los fenómenos de discriminación negativa que se presentan en contra de las personas con discapacidad, y que los ejemplos identifiquen los distintos grupos de personas con discapacidad, destacando para cada caso las barreras que se profundizan o no se remueven. 

Esta recomendación obedece a que consideramos fundamental que este excelente documento de doctrina tenga alcances didácticos y pedagógicos. 

Tercero: En el análisis que se hace del artículo 9 sobre accesibilidad y del artículo 21 sobre libre expresión y acceso a la información, solicitamos que de manera especial: 

a) Se ilustre y se califique como discriminación negativa el hecho de proveer información en modos, medios, formas y formatos no accesibles; 
b) Que se califique como un acto grave de discriminación negativa la publicación de documentos de ajuste normativo, de políticas públicas, de prevención de desastres, de ayuda humanitaria, de empleo y desarrollo económico, entre otros, en sitios web, portales o plataformas no accesibles ni usables para las personas con discapacidad.

Cuarto: En el análisis sobre el artículo 24 sobre Educación, se debe calificar como discriminación negativa, además de la educación segregada, la negación de textos escolares y materiales de lectura en braille para los estudiantes ciegos. También se debe señalar que la educación sin calidad se constituye en un acto muy grave de discriminación negativa porque cierra todas las oportunidades y las posibilidades para una participación en los procesos de desarrollo económico, de empleo y de participación política y cultural. 

Quinto: En el artículo 29 consideramos que la participación política trasciende los partidos políticos. En las sociedades del siglo XXI, las organizaciones de la sociedad civil juegan un papel fundamental y esencial en la conservación, la ampliación y el fortalecimiento de las democracias, y debemos recordarle a los Estados la obligación de reconocer y darles el estatus que manda la CDPD a las organizaciones que representan a las personas con discapacidad como organizaciones de la sociedad civil, como organizaciones fundamentales en los procesos de la participación democrática. En ese orden, se deben calificar como actos y hechos de discriminación negativa:

a) El hecho de no garantizar la participación de las organizaciones que representan a las personas con discapacidad en los sistemas de planeación, de participación cívica, comunitaria, y de distribución y asignación de presupuesto y recursos públicos. 
b) La acción de los Estados en favor de corporaciones y fundaciones, contratistas del Estado y prestadores de servicios, que sustituyen la voz de las personas con discapacidad. 
c) El excluir a las organizaciones  que representan a las personas con discapacidad de los programas de educación, promoción y defensa de derechos humanos, y de los programas y proyectos de fortalecimiento y de sostenibilidad económica. 
d) El no efectuar las consultas a que se obligaron los Estados en el numeral 3 del artículo 4º de la CDPD. 
e) El hecho de no hacer convocatorias oportunas y claras para procesos de contratación, el hecho de no proporcionar información en modos, medios, formas, y formatos accesibles, o el hecho de convocar indiscriminadamente a corporaciones, fundaciones, asociaciones y organizaciones de todo tipo, entremezcladas con las organizaciones que representan a las personas con discapacidad. 
f) La actuación de los Estados cuando no atienden las observaciones o recomendaciones de las organizaciones que representan a las personas con discapacidad para la formulación de nuevas leyes, actos administrativos o políticas públicas, o para las modificaciones de las normas o de las políticas existentes. 

El énfasis que hacemos en el artículo 29 y en las organizaciones que representan a las personas con discapacidad, es porque en este momento es crítica la falta de espacios para la participación, lo cual se recoge en las recomendaciones del Comité de Seguimiento de la CDPD, y se observa en la ausencia de las consultas y en los reportes de los Estados sobre los ODS, en el Foro de Alto Nivel y en los Foros Regionales.

El cambio del modelo de la discapacidad se funda en nuestra participación en todos los espacios de la vida pública como resultado de nuestra autonomía, nuestra independencia, nuestra capacidad de tomar nuestras propias decisiones y de incidir en las que nos afectan.

Por esta razón se debe insistir en que toda actuación que impida, limite o condicione la participación de las personas con discapacidad a través de las organizaciones que las representan, son actos graves de discriminación negativa.

Cordialmente.
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               Dean Lermen                                                         Volmir Raimondi

Secretario de Derechos Humanos                                              Presidente
Unión Latinoamericana de Ciegos 
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